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consideraciones sobre temas ya tratados y resueltos en la Sentencia
de 11 de noviembre; y. ademlis, en un seaundo orden araumentaJ,
aducen un conjunto de al....iones relativas a.los posibles efeetos
de una eventual declaración de inconstítucionalidad del BIt. 7.1 de
la Ley 40/1979. Yque aco....jarian. bjen evitar tal declaración. bien
llevar a cabo determinadas matizaciones en el &Ilo.

Por lo que,se refiere al primer &JUPO de cuestiones, ya tratadas
en la mencionada Sentencia, el Fis<:al General del Estado y el
Letrado del Estado se refieren a dos aspeclOS a considerar. 1) si el
derecho reconocido y prantizadp en el BIt. 17.1 de la c.E. se
extiende tambitn a la imposición de penas privativas de libertad'
Y 2) si las normas penalelpueden considerarse desarrollo de esé
derecho. .

A este respecto, y al haberse planteado estos temas en el debate
proeesal, es necesanP que nos remitamos a lo que se afinnó en la
mencionada Sentencia dictada con ocasión del reeuno de amparo
338/1985. Como al\lsedüo. el BIt.. 17.1 dela'Olnstitución, al ham
mención del derecho a la libertad Ya la ~dad, lo hace sin
limitar su alcance a situaciones anteriores a la condena penal, )', en
consecuencia. sin excluir nin¡una privación de libertad -antenor o
posterior a la Sentencia condenatoria- de la lleCesidad de que se
lleve a cabo con las prantias previstas 'en el mismo articulo y
apartado, que comportan que se rea1icen «en los easos y en la forma
previstos por la 1ey». (fundamento juñdico 4."). No cabe sino
reiterar. pues, a este respecto que,'pmto a las prantias eoncretas
recogidas en ese articulo COnstitDClOnal referidas a la detención
preventiva y a la prisión provisional. la prantla consistente en
exi¡ir que la privacIón de libertad se realiee «en los easos y formas
previstos por la leY". aparece como una prantla ...,mea, referida
tanto a tales casos, como a los supuestos de privación de libertad
en virtud.de. una condena penal. Y proseau[amos en la misma
SentenCIa indicando que esa prantla~ dCI derecho a la libertad,
se traducía, en virtud de las previsiones del BIt. 81.1 de la
Constitución, en la exi¡encia de que las normas penales que
previeran ~nciones de privación de h'bertad asumieran carácter de
Le¡ Oraánica. Pues. como se6aJjbarnos en el fundamento jurldico
5.• el desarrollo lqislat!vo de "!' dereeho proclamado en abstracto
en la ConslltuctÓn CXlIlSJ~te prectsamente en la deternlinación de su
alcance y limites en relación con ouos dereehos y con su ejercicio
por las demás 1letSOnas, tuyo respeto• ...,m el BIt. 10.1 de la c.E..
es uno. de los ~damenlOl del orden )ÑbIico Y de la poz socia\.
Pues bIen, no exJs\e en un ordenamiento jurfdico UD Hmite más
severo a la libertad que la privación de la libertad en si. El derecho
a la libertad del BIt. 17.1 es el derecho de todos a no ser privados
de la misma, salvo «en los easos y en la forma previstos en la Ley»:
en. u1l!' ley que, por el hecho de lijar las eondiciones de tal
pnV8Clón. es cIesarroIIo del derecho que osi se Hmila. En este
sentido. el Códi¡o Penal. y en seneral las normas penales, IOn
prantla y desarrollo del dereeho de libertad en el sentido del
BIt. 81.1 de la c.E.. en cuanto lijan y preciaan los supuestos en que
leaitimamente se puede privar a una persona de libertad. De ahí
que deban tener carácter de 0I¡ánicas. Por lo que procede con<:luir
que, al no tener tal carácter la norma cuestionada, vulnera lo
dispuesto en los arts. 17.1 Y 81.1 de la Constitución EspaóoIa.

S. En un sesundo orden de _entos, tanto el Fiscal
General del Estado como el Letrado del Estado. en su actuación en
el presente proeeso como defensores de la constitucionalidad de la
norma cuestionada, exponen UD conjunto de considenciones sobre
las eonsecuencias que pudieran derivarse de 1ID8 eventual deeIara­
ción de inconstitucionalidad de la misma,. Se6á1ll osi el Fiscal
General del Estado las dificultades'que se derivarian, tanto para
detenninar el derecho aplicable a las infracciones monetarias
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La Sala Sesunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria 1Iefut Cantón, Presidenta, y don An8eI Latorre Seaura.
don Jes~. Lesuina Villa Ydon Luis López Guem, Maaistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la si&uiente

SENTENCIA

En el recuroo de amparo núm. 680/1985, interpuesto por don
Rafael Ramos qar¡io. representado por el Procurador de los
Tribunales don Jesus Venlas<o Tri¡uero, ~o la dirección del
Letrado don Franciaco Garcia-Mon MaraAts, contra el Auto de la
Sala Primera de lo Ovil del Tribunal Supremo, de 4 de junio de
1985. que deeIaró no haber 1_ a la admisión del reeuno de

cometidas durante el periodo de visencia de la Ley en cuestión,
como para efectuar la revisión de las causas yá resueltas ~o la
misma Ley. Y el Letrado del Estado. l'Of su parte, indica que de
una Sentencia declaratoria de inconsutucionalidad podrian deri·
varse en el futuro problemas intefpre\8tivos. a la hora de determi­
nar si <liben medidas cautelares privativas de libertad en caso de
infracciones monetarias, así como para -precisar el alcance del
derecho a la libertad reconocido en el an 17.1 de la c.E. respecto
a materias atuadas fuera del· ámbito de las I~ penales.

Este col\Íunto de consideraciones, que reDejan bien fundadas
preocupaciones por los problemas que resultan de la complejidad
del sistema de fuentes de nuestro ordenamiento no puede. no
obstante. cambiar las conclusiones que resultan de los fundamentos
jurldicos anleriorel, respecto a la inconstitucional/dad del BIt. 7.1
de la Ley 40/1979; ya lIue se refieren a materias IObre las cuales este
Tribunal, no puede pronunciarse, bien porque corresponden en
exdusiva a otras instancias jurisdiecionales, 'bien porque quedan
fuera del ámbito del presente proeeIO. Por lo que atañe a la
1esa1idad aplicable en el supuesto de:1a inconstitUCIonalidad de la
norma que se cuestiona, su determinación corresponde sin duda a
los Jueces y Tribunales del orden penal que -entiendan de las
infracciones monetarias rometidas durante su vigencia. Y. respecto
a la revisión de los procesos fenecidos mediante Sentencia ron
fuerza de cosa juzaada en que se haya hecho aplicación de la Ley
que ahora se cuestiona, prevista por el BIt. 40.1 de la WTc.
corresponde tambitn resolver IObre la misma, a la vista de las
circunstancias de cada caso concreto, a lOs ó_ de la jurisdic­
ción penal, sin que quepa que este Tribunal se pronuncie sobre tal
materia, ni se exceda, en su &Ilo de los términos en que se ha
planteado la presente cuestión, que, como dijimos más arriba, se
iefiere únicamente a la conformidad de una norma concreta (el
BIt. 7.1 de la Ley 40/1979). en cuanto impone penas de privación
de libertad, con los artI. 17.1 Y 81.1 de la COnstitución. A una
conclusión similar conduce el análisis de los argumentos del
Letrado del Estado. cuyo rontenido queda fuera del marco de la
presente cuestión, sin que J,>I'oceda, por tanto, que el Tribunal se
pronuncie sobre ellos, limItándose su fallo a decidir sobre los
~inos concretos de la cuestión planteada.

FALLO

En atención a todo lo -expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTlTU­
CION DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Estimar la presente cuestión de inconstitucionalidad y, en
consecuencia:

Declarar inconstitucional y por tanto nulo el arI. 7.1 de la Ley
40/1979, de la de diciembre, en cuanto impone penas de privación
de libertad.

Publiquese esta Sentencia en el «IIoletin Oficial del Estad"".

Dada en Madrid a 16 de diciembre de 1986.-Firmado: Fran­
cisco Tomás y Valiente.-Gloria Besut Cantón.-An¡el Latorre
Segura.-Francisco Rubio Uorente.-Luis Díez-Picazo y Ponce de
León.-Antonio Truyol Serra.-Fernando García-Mon y González­
Resueral.-Carlos de la Veso Benayas.-Eusenio Díaz Eimil.-Misuel
RodrIsuez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Jesús Lesuina Villa.-Luis López
Guerra.-Rubrieado.

casación por infracción de Ley y doctrina lesaI interpuesto contra
la Sentencia de 7 de febrero de 1984, dictada por la Sala Tercera de
lo Civil de la Audiencia Territorial de Madrid. Ha comparecido el
Ministerio Fis<:al y ha sido Ponente el Magistrado don Jesús
Lesuina Villa, quien expresa el parecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES

l. El 17 de julio de 1985. el Procurador don Jesús Verdasco
Tri¡uero, en nombre de don Rafael Ramos Garijo. interpuoo
reeuno de amparo contra Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo. de 4 de junio de 1985. que deeIaró no haber lusar a la
admisión del reeuno de casación por infracción de Ley Y doctrina
lep1 interpuesto por el hoy demandante de amparo frente a
Sentencia cIietada el 7 de febrero de 1~84 por la Sala Tercera de lo
Ovil de la Audiencia Territorial de Madrid.

2. Se fundamentaba la demanda en los hechos que a continua­
ción se resumen: a) La Audiencia Territorial de Madrid, por su
citada Sentencia de 7 de febrero de 1984, desestimó el recuroo de
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apelación formulado por el señor Ramos Garijo contra otra del
Juzgado de Primera Instancia núm. S de Madnd, de 2 de febrero
de f982, enjuicio declarativo'ordinario de mayor cuantía. b) E11S
de febrero de 1984 anunció el apelante sUnl':,Pó"ito de interponer
recurso de casación· tiente a aquélla Q anclo la Sala de la
Audiencia, por providencia de 2 de julio de 1984, entrepr la
eenifieación de las mencionadas sentencias y el conespoodiente
emplazamiento ante el Tribunal Supremo, que tuvo lusar el 20 de
noviembre de 1984, e) El 3 de enero de 1985 se in1erpUSO el recurso
de casación, baciendo constar· que los fundamentos procesales en
que se amparaba el ntismo venlan rd'eridos a los arlS. de la Ley de
Enjuicianuento Civil conforme a la rmacción dada a la misma por
la Ley de Reforma 34/1984, de 6 de a¡osto, por entender aplicables
sus preceptos. d) La Sala Prime", del Tribunal Supremo, por Auto
de 4 de junio de 1985, abora recurrido en amparo, declaró no baber
lusar a la adntisión del recurso de casación,~ haberse formali­
zado de acuerdo con una. normativa no aplicable, ya que debla
baberse interPueSto conforme al texto de la Ley de Enjuiciantiento
Civil anterior a la Ley 34/1984, a tenor de \o dispuesto en la
disposición transitoria priJi1era de esta última.

3, Considenl el recurrente que la resolución judicial im_
nada vulnem su derecbo a la tutela efectiva.de los Jueces y
Tribunales reconocido en el arte 24, I de la Constitución, por cuanto
inadntite el recurso de· casación in~ con base en una
exigencia formal no establecida por la , En n>alidad, sesúD la
disposición transitoria se¡unda de la ci Ley 3411984, de 6 de
"",sto, los recursos que .... interpolljlUl» a partir de su entrada en
VIgor (1 de septiembre de 1984) deben formalizarse conforme al
nuevo texto de la Ley Procesal, por \o que, interpretada esa
disposición conforme al sentido propio de las pelabnls que utiliza
y babida cuenta de que la propia Ley~ Derfectamente enlle
las fa... de cpreparaciÓll» e «interposicióll» del recurso de casa"
ción, el que interpuso el demandante de amparo el 3 de enero de
1985 no podía sino sustanciarse conforme a la Ley ya reformada.
Aun adntitiendo que esta conclusión fuera dudosa Y que la duda
surge de las pa\abnls utilizadas por el legislador en las referidas
disposiciones transitorias, la ntisma debía haberse despejado en
favor de la adntisión del recurso, tanto porque la realidad del
tiempo en que bao de aplicarse las normas impone boy, por
iml?"rativo constitucional,. que las reglas pro<:lldimeutales para la
apliC8Clón del derecho no tmpl(lan su reahzpC'ó~ como parque el
espíritu y finalidad de la ntisma Ley de reforma de la de
Enjuiciamiento Civil es el abandono de fos rigores del formahsmo
acentuados por la jurisprudencia, rigores que el Auto abo",
recurrido viene nuevamente a exacerb8.r~ contra lo que reitefada.
mente prescribe el Tribunal Constitucional,

En consecuencia se solicita que se dec1are la nulidad de dicho
Auto de la Sala Primem del Tribunal Supremo y se ordene
retrotraer las actuaciones en el recurso de casación al momento
inmediatamente anterior al ntismo, para que se declare admisible
por nueva resolución, .

4, Por providencia de 18 de septiembre de 1985, la Sección
Segunda de este Tribunal acordó admitir a trámite el recurso de
amparo promovido por don Rafael Ramos Garijo, requiriendo de
la Sala Primera del Tribunal Supremo, de la Sala Tercem de lo
Civil de la Audiencia Territorial de Madrid Y del Juzgado de
Primem Instancia núm. S de Madrid la rentisión de las correspon­
dientes actuaciones y el emplazamiento por las expresadas autori­
dades judiciales de quienes fueron pano en los procedimientos a
que aquéllas se refieren, para que pudiemn personarse en el proceso
constitucional, habiendo comparecido don Fidel Morales Femán­
de.. representado por la Proturadora do6a Maria Rodrfguez Puyo!,
en concepto de pano recurrida.

S. Por providencia de 19 de marzo de 1986, Y una vez
recibidas las actuaciones, la Sección acordó dar vista de las ntismas
al recurrente, al Ministerio Fiscal y a la representación del señor
Morales Femández para que formulasen las alegaciones que
estimaran peninentes, en el plazo de veinte d1as.

6. Dentro de dicho plazo, el Ministerio Fiscal interesa la
desestimación de la demanda de amparo, en virtud de las siguientes
alegaciones: a) La Ley vincula el inicio del procedimiento del
recurso de casación a la manifestación de voluntad en !lue consiste
la llamada «preparaclÓll» de este recurso extnlOrdinario, que
constituye un auténtico acto de iniciación procesal. De ello se
deduce que las demás fases de la casación no son, se¡ún la Ley de
Enjuiciantiento Civil, sino el eantino procesa\ que Oeva a su
resolución, sin que sea posible escindir la regulación de aquella fase
inicial y la de las restantes, sometiéndolas a normativas diferentes,
pues la reguIacion del recurso de casación ha de ser unitaria y
comprensiv,,: de sI:'to~ b) I,a Ley ~/1984, '!e ref!'nD" de la
Ley de EnjwCtamtento Civil, ha mtroduetdo modificaciones en el
recurso de casación ypor eOo se ba establecido ensus disposiciones
transitorias, como pnncipio fundamental, que la nueva normativa
no se aplique a aqueOos procesos o actuaciones procesales que
tenían vida. en el momento de su entrada eD VJ&Of. como.·· se

desprende de la priJi1era de tales disposiciones, sin que este
principio quede desvirtuado por \o que establece la disposición
se¡unda, ya que ésta sólo permite aplicar la nueva normativa a los
proce5<!S impu¡nados posteriores a su vigencia, «terminada la
lIlStaIlcia en que se baIlell». es decir, una~ dietada la resolución
que pone fin al proceso principal, y al «inter¡lOller» los correspon­
dientes recursos, exJ1resión ésta que, referida a la multiplicidad de
procesos impu¡nativos existentes, no puede aludir sino al
momento iDicial en que se manifiesta la voluntad de recurrir. que
en la casación es el de la llamada cpreparaciÓll» del recurso y no
el de la llamada cinterposicióll» del ntismo, e) El derecho a la tutela
judicial efectiva reconocido en el arL 24 de la Constitución se
satisface mediante una resolución fundada en Derecbo, que puede
ser de iMdntisión siempre que COIlCUl1ll una causa legsI para eOo,
Establecido un recurso,. el mencionado derecbo comprende el de
utilizarlo de aeuenIo con la Ley, que es lo que se' plantea en la
presente demanda de amparo, Ello nos lleva al problema de cuál
.." la Ley aplicable al caso concreto, problema de elección de
normas procesales para su aplicación que corresponde a los
Tribunales ordinarios y que de&e ser resue1to de manem fundada
en Derecho y no arbitraria. Pues bien, confOrme a los razonamien­
tos anteriormenteex~es c1aro que Iá elección de la norma
aplicable realizada por el Tnbunal Supremo es correcta, conforme
a la dispooiciór. transitoria primcI'a de la Ley de 6 de a¡osto de
1984, pues el ......... de casación se~ o inició antes de la
entrada en. Yia<!c de dicha Ley,~ la norma aplicable sin
violación consútucinnal, la denegación del recurso interpuesto
conforme a aorma distinta se basa en una causa leaal de inadnti­
sión Y. por tanto, salisfiu:e el contenido del arL 24 de la Constitu­
ción,

7, El recurrente reilenl en su escrito de alegaciones los
fundamentos ya expuestos en el de demanda de amI.'""", insis­
tiendo en que la resolución del Tribunal Supremo lOIJ>U81!l1'!a
supone un excesivo formahsmo contrario al propio espíritu de la
Ley 34/1984 y al arL 24 de la Constitución, que se convierte en un
obIdcu1o para el~o de sus derecbos constitucionales, por lo
que reproduce los pedimentos de su anterior escrito,

8. Por su parte, la ~ntacióndel señor Morales Femández
solicita también la desestimac\ón del recurso de amparo, alegando
en sustancia que la resolución recurrida del Tribunal Supremo no
inftinge el derecbo reconocido en el arL 24,1 de la Constitución,
dado que aplica correctamente la disposición transitoria primem de
la Ley 34/1984, de 6 de a¡osto, a un ftCur50 ya promovido o
iniciado con anterioridad a su entrada en vi¡or, de tal manem que
el error de la elección de la norma conforme a la que se interpuso
el recurso de casación no es imputable a Ilquel órgano judicial, sino
al propio recurrente, apano de que, si.·dicho recurso qwsiem
tramitarse conforme a las normas de la Ley de Reforma Ur¡ente,
no tendria viabilidad a1Kuna. pues su. cuantla es indeterminada y no
le refiere a tltulos nobiliariOs.

9, Por providencia de 12 de diciembre de 1986 se señaló para
delibemción y votación del recuno el día 17 del mismo mes y año.

n. FUNDAMENTOS JURIDICOS

L El Pleno del Tribunal Constitucional en el recurso de
amparo 121/198S, fundado en hechos y motivos de impugnación
sustancialmente i¡uaIes a los alegados en este recurso, dietó
Sentencia en 20 de junio de 1986 por la que, dando lugar al amparo
solicitado, declaró la nulidad del Auto de la Sala Primem del
Tribunal Supremo 'lue babia inadntitido el recurso de casación
preparado con arreak> a la LE.C, anterior a la vigencia de la Ley
34/1984 e interpuesto conforme a la Ley reformada. Por la citada
Sentencia este Tribunal reconoció a los recurrentes el derecbo a la
tutela judicial invocado, retrotrayendo las actuaciones del recurso
de casación al momento inmediatamente anterior al Auto de
inadm jsi6n anulado.

En este recurso de amparo que, se¡ún bemos dicbo, tiene
sustancialmente i¡uaI flmd8mentación 'lue el 121/198S, ha de
llegarse a la misma conclusión estirnatona por los razonamientos
getieraIea contenidos en dicha Sentencia que seguidamente expone­
mos y por 101 que, rd'eridos concretamente al Auto objete> de este
amparo, se aducen en el filOdamento juridico 2..

a) El derecbo a la tutela judicia1 efectiva que _tiza el arL
24.1 de la Constitución, consiste en obtener de los órganos
judiciales competentes una resolución fundada en Derecbo a las
pretensiones fOrmuladas ante los ntismos, sea ésta favorable o
adversa. Y en estos ntismos términos comprende el derecbo a
utilizar los recursos ordinarios y extnlOrdinarios establecidos por la
Ley, incluido el recurso de casación en materia civil, en los casos
y con los requisitos legalmente previstos. .
. b) El derecho al recurso de casación no viene impuesto por el
arL 24,1 de la Constitución, sino que el leaisJador es libre de
determinar su confi¡uración, los casos en que procede y los
requisitos que, dada su naturaleza extraordinaria, bao de cumplirse
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en su fQTIDllización. y la COIlCIII1Uda o no de ta1es nquisitos Yla
decisión sobre el cum¡>limienlO de las exi¡encias materiales y
formales para la admisi6n Y tIamitaá6n del """""" de aosación,
corresponde a la Sala Primera del Tribunal Supmno de conformi·
dad con lo dispueslO en los_ 117.3 y 123.1 de la Constitu<:ión.
En el ejerdcio 1eBftimo de la potcslad jurisdia:ional, a que le
refieren dicbos preceptos, le ha dietado el AulO de inodmisión,
resolviendo la Sala Primera del Tribunal~ el problema de
derecho transilOrio I1JICitado por las disposiciooeo de esa natura­
leza primera y seauncta de la Ley 34/1984, en favor de aplicar la
disposición transilOria primera a los recursos~ antes de
su vi¡encio, de ocuerdo con on criterio lUODIilo jo ta20tIAble en el
Cl."e. enténninos aeneroJes y salvo lo que le dice en el a¡lIIrlPdo
mguienle, DO <:orresponde entrar al Tribunal Constitu<:ionaL '

e) Ahora bien, como el """""" de aosaci6n constilVyC en los
tmninoslqlU1ados por la Ley on medio del quepueden servine las
partes para obtener la RIOluci6n definitivo en los procesos que lo
admiten, el aa:eso a este """""" CIIá comprendido en la tu1eIa
judicial efectivo .......tizado por el art. 24.1 de la Coostitu<:i6n. Y
es aqul, si le da efectivamente la violaci6n de _ deRcho
fimdamenla1, cuando a travá del """""" de amporo interviene la
jurisdicción constitu<:ional pala RSlablecer el derecho vulnerado.
La =isión por el Tribunal Constitu<:ional de lo resuellO sobre
admisión por la Sala Primera del Tribunal Supmno le limita, l'!"
tanlO, a lOs casos en.que IIIlUli1iestamete CItezal de jnstificpción
la inadmisión clecIarada o resolte más adecuado y propon:innado
al nquisilO omitido acudi< al remecIio de su posible subsanaci6n.
No le trata, por tanlO, de revisar la doc:Irina de la Sala Primera
sobre la disposici6n transilOria aplicable a los rec:unos de cuaci6n
preparodos por la LE.C. anterior a la reforma de la Ley 34/1984
e interpuestos ~o la vi¡encia de áta, sino de opreciar si loo
nquisilOs omitidos de la Ley aplicable -la LE.c. anterior a la
morma-, tienen o no entidad para impedir la continuaci6n del
proceso o cemr el ac<eIO a los recursos~ por la Ley.·Sobrc
este pnnlO es reiterPda la doc:Irina del Tnbunal en ellleOtido de que
no !Oda irreaularidad.foimal puede·eriIine en obIlíIculo para 1&
ptOIeCIICi6n dc1pro<e1O;'O, como dice la SenteDcia 57/~de 8
de mayo, ...1 derecho a la tute,::'J:':nicial efectivo no ...
comprometido u obIlanlliwJo ··te la imposición formu-
lismos enervantes o acudiendo 11 interpRtaciones de las nonnas
que tellII1an las exi¡encias formales del proa:so, c:laramente desvia·
das del lIeO!ido propio deta1es~o nquisitos interpretados
a la luz del art. 24.1 de la Constítu<:i6n»....

En el caso .......110 por la Sentencia del Pleno de este Tribunal,
de 20 de junio de 1986 -etIYa ar¡umentaá6n est&m.os sipiendo-,
los requisitos omitidos o no cumplidos en su litenlidad, no
afectaban a lo sustancial del """""" de casación -cuantía, prnce­
ciencia malcrial, plazo, inflacciones denlinciadas, ote.-, sino a que
en luSl' de citane con 101 ordinales anteriores a la reforma 101
apartados del art. 1.692 de la LE.C. a cuyo amporo le aniculaban
101 diferentes motivos de aosación por dicho precepto aulOrizados,
le citaban los nuevos números com:spondientes al mismo aniculo
en la Ley reformada. Y esta simple sustitu<:i6n de nna numeración
por otra en el encabezamienlO de los motivos, producida a COUSl
de la redacción de las disposiciones transitorias primera y segunda
de la Ley 34/1984 Yno ane¡li¡encis o impericia de quien formalizó
el recuno, fue la único razóo que motivó el AulO de inadmlsión
dietado en aquel """""'" cuyo nulidad declai'6 este Tribunal por la
citada Sentencia de 20 de junio de 1986.

2. En el presente caso, elAulO de 4 de jumo de 1985,·dietado
por la Sala Primera de to Civil del Tn1>un8l Supmno, declaró la
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La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás Y Valiente, Presidente, y don Francisco
Rubio Uorente, don Luis Diez·Picazo y Ponce de León, don
Antomo Truyol Serra, don EuseIiio Diaz Eimil Y don Miguel
R0dJigue2-Pii\ero Y Brovo-Ferrer, Magistrados, ha pronunciaáo

EN NOMBRE·DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo promovido por doña Concepción
Galán Montero, representada por el Procurador don Pedro AnlOmo
González Sánehez y dirigida por el Abogado don José Luis
Torralbo Pelayo, contra los Autos del Tribunal Centro! de Trobsjo
derecha 1 de marzo de 1985 y 16 de julio de 1985 Yen el que han
comparecido el Ministerio Fiscal y, como eodemandado, don Juan

inadmisión del """"""de cuaci6n interpueslo contra Sentencia de
la Sala de lo Civil de la Audiencia TerrilOrial de Madrid de 7 de
febrero de 19841 por habene formalizado con amato o la LE.C.
reformada por la Ley 34/1984 en lupr de bacer1ó por el texlO
anterior a la morma conforme al cual le habla preparado el
recurso. Pero en este Au~ a difemlcia del anulado por el pleno del
Tribunal en la Sentencia referida en el filodamenlO juridico
anterior, DO se citan los nquisitos de la Ley aplicoble que ha~n
sido omitidos, sino solamente la indicoda arpunentaá6n '.­
de haberle atenido a la nuevo Ley en1_de a la anterior.=
razón y por conespondcr a la SIiIa Primera del Tribunal Supremo
vcrificor la concurtencia de loo nquisitos p8Ia la admisión Y
tramitación del~ lfe86n le ha oxpueslO en el aPlTtado b) del
fundamenlO jutidico l. , no puede entrar el Tribunil Constitucio­
nal a anaJizú los RCJUÍIitos omitidos y la entidad de los millt10l o
su posible subaauaci6n a efectos de constatar, como ha hecho en
casos anteriores, Ii su oxi¡encia por _vamente formalista
representa una interpmaci6n contrario a la tute1a judicial efectivo
que .......tiza el art. 24.1 de la Constitución, con ureato al cual
viene interpretando este Tribunal las fQTIDaJidades procesales,
atendiendo a la fiulidpd de las miamas y no como obsúculos a la
efectividad de los deRchos que le demandon .

ResuJta, J!UOI, insuficiente la motivaci6n del AulO ncurrido
para que puéda este Tribunal en su función de amporo constitucio­
nal, determinar si la inadmisióti del teCIUIO de cosación a que el
mismo le~ vulnera O no el derecho prantizado por el art.
24.1 de la Constitu<:i6n. Y como la molivoci6n que áta oxi¡e en
el art. 120.3 tiene por finalidad que pueda ejerdtane el derecho de
defensa que el art. 24.1 .......tiza en lOdo caso, ha de decIarone la
nulidad del AulO ta:utrido y retlOlIaer las actuaciones al momenlO
inmediatamente anterior a ... dietado, p8Ia que la Sala IIC
pronuncie sobre la admisión o inadmisión del """""", concretando
en este &te t1Itimo caso los nquisitos que considera omitidos o
defectuOSlmente cumplidos. Procede, pues, que la Sala Primera del
Tribunal Supmno se prononcie nuevamente soblC la admisi6n o .
jnedmjsión del recurso expresando. en su caso. loa requisitos de la
LE.C. anterior a la reforma en que bue su resolución.

. ;

FALLO

En atención a lOdo lo expuestO, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORiDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITU·
crON DE LA NAcrON ESPAJ'IOLA, . . •.. . .

, Ha decidido:
Otorgar el ámporo solicitado por el recurrente don Rarael

Ramos Garijo Y. en consec~ - _.
l." Anular el AulO de la Sala Primera del Tribunal Supmno

de 4 de juIiio de 1985.
2." Reconocer al recurrente el derecho a la tutela judicial

efectivo.,
3." Retrotraer las actuaciones del """"",,de casación al

momenlO procesal inmediatamente anterior al de dictarse el AulO
anulado..

Pobllquese esta Sentencia en el «Boletín Olicial del Estado•.

. ·Dada en Mádrid a 17 de diciem~ de 1986.-Gloria llegué
Cantón.-An¡el LalOrre Segura.-JesúsLesuina ViUa.-Luiz López
Guerra.-Firntados y rubricodÓ5.

Laro Vázquez, IC¡lrOSentado por el Procurodor don José A1berlO
Azpejtis Sánchez, ~o la dirección del Letrado don lanacio Javier
CoJoma Garrido. Ha sido Ponente el Maailtrado don Luis Diez­
Picazo y Ponce de León, quien expresa erparecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES··

1. Con fecba 2 de octubre quedó resistrado en el Tribunal un
escrito mediante el cual don Pedro AnlODio González Sáncbez,
Procurador de los Tribunales de Madrid, interpuso """""" de
amporo contitucional en nombre de su podenlanle, doña Concep­
ci6n Galán Montero, y ftente a los Autos dietados por el Tribunal
Centro! de Trobajo el di. 16 de julio d~ 1985. Las consider8ciones
de becho expuestas en la demando de amporo fueron, resumida·
mente las siguientes: . .

a) Con fecba 14 de septiembre de 1984, la Ma¡ístralura de
Trobsjo núm. 2 de Málaga dietó Sentencia estimando la demanda
intelpuesta COnlro la hoy demandante en juicio por despido y
condenándola, en consecuencia, a la inmediata readmisión del


